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Ecos de Huejotzingo 
Miguel Angel Granados ~hap~ . 
Es inG>xacto e il'1justo r()specto d~ Acc16n Nticlonol , é \hcon~e1_ 1le~1to para la 
cHpacidad soc.iel di! resistir agravios del poder , nceptar )' d1fund1r que la 
solución pollticn ofrec i d~ al caso d~ Huejotzingo os rosultado de un . 
cl1antaje. No lo hubo, y si bien o!; c)omprensible qu9 el despetho de qu1·enes 
no llevaron édelantEt sus decisiones arbitrarias r;onduzca a ll esa 
desc(~llf l cación, no se entlemde qu~ lt~ cornpt-)l'l.an quienas creen en la 
sociedad movilizada. 
Para desprAstlglar In sal ida al conflicto huajotzinguonse, se tr&t; e la escer~a 
el tG.rrn lno cono9rlacesi6n. Y se esGgura quE!! st\ viol6 la !By pera ofroo~r 
~atisfacoiones al PAN. El oprobioso vocablo concertaoa$16r~ es un Invento 
del sector más aro~loo del Pl~l, que con osa palabrej~ quiso disfrazar los 
resultados del empuje de la sooí€ided civil, a veces conseguidos a tra·'./éS de 
los partidos. 1.@ pion9ra victoria panisle en Baje California, durante l~s 
alecciones locales de 1989, fuG &c-ttanizad~ con esa p9labra. El afv;cto 
desmovillzador qua caracteri7.M da ese mc¡do el resultr:~do de un pmcéso 
electoral, no ralqul~re ser ~xplicado por Elvldente: $Í é fin de cuentas todos~ 
¡:arregla en la penumbra, entre los jetfes de los p~rtidos , que quitan y po11en 
candidatos según su conveniencia, ¿qué dioblos irnporla la parliclpaclón 
cíudadonfl?. ParEa ~se se acuñó el térmit~o concertacési6n, para reducir o 
ellmlner la posibilidad de qué se admita un resultado electoral o que, 
mediénte la ISigftlma pr~s i 6n coleotlvs se impida que pt'C)dU7.Ca efectos la 
torcedur~ de la ley. Esto ~!timo ~s lo ocurrido en Hu~j()tidngo : se h~ avitado 
que los violadote({ del derecho ~a benefioi<.~n de la violación del darecho. No 
comprr3nder ost(.4 extremo significa condenar a las víctimas de la adulteración 
de la ley a que sufran sus consecuencias resignadamente , sin chlslar. 
Conste que hablamo~ de no tt1IC1f'ar la adulteraci6n de la ley, no de la 
resi&!lencie sediciosa e la rQcta aplicación del d~n·echo. 
El chantaj~ supone ilegitimidad de lés dernr.mdas y am~nazes pan~ hacerlas 
valer. Y lo que parte importanté de la comunidad de Hu~jozt)ngo, y el Partid(.> 
Acción Nacional Gsluvieron hAciendo dl.lmnte los tros meses anl~r/ores fue 
prot~t;tar por la arbitrariedb'd de un fallo jurisdiccional. No pret~ndlan qua, 
como se dice en la jerge oficial, "¡¡;~ lés entregU(7 en el escritorio lo que no 
obtuvieron an las urnas". Se trotaba preciB()Jilente de k) contrario, da 
denunciar que sa le~ privó en Gl l3scrltorio un ayunt~rnlonlo ganado en las 
urnas. Nadie calificarla de abusivo alladrÓJ) que, apreh~ndido , es cbligado 6l 
devolver lo que hurtó. No se le está desposeyendo el(;! algo que !s:ee suyo, 
sino de algo df.t que se habla apoderado ilegalmente. Ese es el Cf:IBO de 
Huejol~ingo . En vPJz de reproches, los h(:lb itantes de esa poblaci6r1 opuestos 
e 16\ imposición, los militanes. y !fderes d<~ 1\cción Nacionetl merecen 
fellcitaci0nr:tt~ . no sólo por su persevGrancia sino también por su buen éxito. 
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El resultado no as cabalmentG satisfactorio. Conforme a la ética polltlca, la 
soluoi6t1 sana debió consistir e1~ r~~ti!uir lo tobt~d.c, o8 dt-'olr, en entrega!' el 
gobierno municipal a la planilla panista ganadora en los comicios del 12 do 
noviembre. Tal ex:lrerno era jurídicamente impre~cliceble, porque el tribunal 
estatal oiGctorQI die& la última palabra, en términos de derecho. En ese 
orden d~ ooAA~ n~d~ ht1y que hacer. Pero cugndo una resolución judloiGI es 
inacéptable por ~u notoriGl ik.1galided, poro Gf? Irrefragable, se abrf;) el camino 
de la política, dQ la resistencle a la arbitrariedad. Gso ocurrió en Huejot.t.lligo. 
Se trató de una solución política a un embrollo causado por la deficiente 
ep!icaci6n del d9recho. Y la solucl6n pol!tica se ajust6 a 1~ ley: renunció él 
alcalde Miguel Ang~l M~rtínez E.scoba.r, y ~1 Congreco locnl der.:ret6 lfl 
sustitución dé eutoridad~s . El nuevCJ ~loalde @S panlsto, como cl1~co 
miembros del ayuntamiento, y el sír1dlco y cinco regldor'()B m6s pertoneoen ed 
PRI. 
So supo dasde el principio que el fallo dellrlbunal estatal Electoral era 
groseramente arbitrario, pues se percibió su voluntad de anular le votación 
f.m log tt..rminos pr~clsoR par~ revertir 1;:)1 rm~ult~do. LtJogo dc1 conooldo le 
totalidad del expediente, se puede reforzar la conclusión de que todo el 
procédimíGnto fu~ pre1>arado oon ~1 objetivo dn arr~b~tar el triunfo El Aocl6n 
Nacional. 
Se lncurrl6 an irregulAridAdes ta.n gmv~s oor'r'10 lt~s slguiGntas: El rt'curso d(;) 
incor~formldad prif~;ta para impug11ar le éleoción d~ Huojottin(;lo tuvo dC>s 
ver'~ionas, u11B para los rni~-\rnbros d~l Tribun~l y otr&~ pAra ~~ P/-\N. No era 
dos GjGmpiMa~ dal n·,isrno doe:t~ménto, sino dos docurnor~too dl~lintoe, lo que 
~~rrulneba jurldicaniente la posibilidad de que Acci6n Nacional hlclera valer 
sus derechos. En la copia en manos de los panistas se habla de una 
cMtific~oi6n exp~did!i\ por el secr~tario municipal el 12 d~ noviembre, 
mientras que en el ocurso conocido por el Tribunal eo habla de esa misma 
cartlflceclón expedida 91 15 ds t~ovlembre . Otro per de documet·,tos, que no 
copies del mismo, contiene disparidades mucho máe graves: en vez de ser 
calce uno del otro, como debe ser, los documentos son diferentes en 
redacción y extensión, y se refieren e diferer1 t0s casillas electorales. 
Adlcionalmente f cabe decir que se conocieron Gstas diferencias tardlamer)le, 
porque el Tribunal Federal Electoral, cuyof~ 11profonionolismo: honor-ebllidad y 
seriedad" fueron dignos da! "raoonoolmlanto y 1 ·espl~to" del cor1SC:Ij() pol!tlco 
estatal del PRI cuando conoció le decisión de Marllnez Escobar de retirarse 
ds la alcaldfa qué no ganó, es por lo menos lehto en sus procdimlentos. Le 
fue solicitada copia íntegra del expediente cuya r·esolución caus6 tanto 
revuelo, el mismo dí~ do su expedición, f!l dos da febroro pt:H)edo. Y e61o 
seti$fizo líi1 solicitud ~11 O de abril slgLJiente. Ni en la época de los copistas 
mGdievales se hubiera juBtifloado tar,ta d~~~~o¡·e,, m~mor. aúr1 en la épc>Ct'l de 
las fotocopiadoras relárnpego. La tardanza no deja indefensos a los 
agraviados, porque al asunto había conclufdo. Pero los agravió aún més. 
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1¡ Ecos de Huejotzingo 
Fue una legítima presión destinada a impedir 
que los beneficiarios de la torcedura de la ley 
sacaran pleno provecho de ella, lo que motivó 
la parcial corrección del abuso en el que es hoy 
el más conocido municipio poblano, no una 
concertacesión ni un chantaje. 

~ 

Es INEXAcro E INJUSTO RESPEcro DE AccióN 
Nacional, e inconveniente para la capacidad 
social de resistir agravios del poder, el que 
se acepte y difunda que la solución política 
ofrecida al caso de Huejotzingo es resultado 
de un chantaje. Más aún lo es suponer que 
se trata de una concertacesión, y de la peor 
especie (en caso de que hubiera alguna que 
fuera mejor), que es la concertacesión forza­
da. No hubo ni chantaje ni concertacesión, y 
si bien es comprensible que el despecho de 
quienes no pudieron consolidar sus decisio­
nes arbitrarias los conduzca a esa descalifi­
cación, no se entiende que la compartan 
quienes creen en la sociedad movilizada, en 
aptitud para quitarse agravios de encima. 

Para desprestigiar la salida al conflicto 
huejotzinguense, se trae a la escena el tér­
mino concertacesión. Y se aseglira que se 
violó la ley para ofrecer satisfacciones al 
PAN. El oprobioso vocablo concertacesión es 
un invento del sector más arcaico del PRI, 
que con esa palabreja quiso disfrazar los re­
sultados del empuje de la sociedad civil, a ve­
ces conseguidos a través de los partidos. La 
pionera victoria panista en Baja California, 
durante las elecciones locales de 1989, fue 
satanizada con esa palabra. El efecto desmo­
vilizador que resulta de caracterizar de ese 
modo el desenlace de un proceso electoral, 
no requiere ser explicado por evidente: si a 
fin de cuentas todo se arregla en la penum­
bra, entre los jefes de los partidos, que qui­
tan y ponen candidatos según su convenien­
cia, ¿qué diablos importa la participación 
ciudadana? Para eso se acuñó el término 
concertacesión. Blandiéndolo, asustando 
con él, se elimina la posibilidad de admitir un 
resultado electoral favorable a la oposición; 
o de que mediante la legítima presión colec­
tiva, se impida que produzca efectos la tor­
cedura de la ley. Esto último es lo ocurrido 
en Huejotzingo: se ha evitado que los viola­
dores del derecho se beneficien de la viola­
ción del derecho. No comprender este extre­
mo significa condenar a las víctimas de la 
adulteración de la ley a que sufran sus con­
secuencias resignadamente, sin chistar. 
Conste que hablamos de no tolerar la adul-

teración de la ley, no de la resistencia sedi­
ciosa a la recta aplicación del derecho. 

El chantaje supone ilegitimidad de las de­
mandas y amenazas para hacerlas valer. Y 
lo que parte importante de Ja comunidad de 
Huejoztingo, y el Partido Acción Nacional 
estuvieron haciendo durante los tres meses 
anteriores, fue protestar por la arbitrarie­
dad de un fallo jurisdiccional. No pretendían 
que, como se dice en la jerga oficial, "se les 
entregue en el escritorio lo que no obtuvie­
ron en las urnas". Se trataba precisamente 
de lo contrario, de denunciar que se le pri­
vó en el escritorio un ayuntamiento ganado 
en las urnas. No se buscaba desposeer al PRI 
de algo suyo, sino de algo de que se había 
apoderado ilegalmente. En vez de repro­
ches, los habitantes de Huejotzingo que se 
opusieron a la imposición, los militantes y lí­
deres de Acción Nacional que los apoyaron, 
merecen felicitaciones, no sólo por su per­
severancia sino también por su buen éxito. 

El resultado no es cabalmente satisfacto­
rio. Conforme a la ética política, la solución 
sana debió consistir en restituir lo robado, 
es decir, en entregar el gobierno municipal 
a la planilla panista ganadora en los comi­
cios del12 de noviembre. Tal extremo era 
jurídicamente impracticable, porque el tri­
bunal estatal electoral dice la última pala­
bra, en términos de derecho. En ese orden 

La renuncia de Miguel Angel 
Martínez Escobar, presidente 
municipal que no ganó las elec­
ciones en Huejotzingo (y al que, 
por lo tanto, no se le desposeía 

. de nada legítimamente obteni­
do) abrió la salida al conflicto, 
secuela de los comicios 
de noviembre pasado. 

de cosas nada había que hacer. Pero cuan­
do una resolución judicial es inaceptable por 
su notoria ilegalidad, pero es irrefragable, 
se abre el camino de la política, de la resis­
tencia a la arbitrariedad. Eso ocurrió en 
Huejotzingo. Se trató de una solución políti­
ca a un embrollo. causado por la deficiente 
aplicación del derecho. Y la solución políti­
ca se ajustó a la ley: renunció el alcalde Mi­
guel Angel Martínez Escobar, y el Congreso 
local decretó la sustitución de autoridades. 
El nuevo alcalde es panista, como cinco 
miembros del ayuntamiento, y el síndico y 
cinco regidores más pertenecen al PRL 

Se supo desde el principio que el fallo del 
Tribunal Estatal Electoral era groseramen­
te arbitrario, pues se percibió su voluntad de 
anular la votación en los términos precisos 
para revertir el resultado. Luego de conoci­
da la totalidad del expediente, se puede re­
forzar la conclusión de que todo el procedi­
miento fue preparado con el objetivo de 
arrebatar el triunfo a Acción Nacional. 

Se incurrió en irregularidades tan graves 
como las siguientes: el recurso de inconfor­
midad prüsta para impugnar la elección de 
Huejotzingo tuvo dos versiones, una para los 
miembros del Tribunal y otra para el PAN. 
No eran dos ejemplares del mismo docu­
mento, sino dos documentos distintos, lo que 
arruinaba jurídicamente la posibilidad de 
que Acción Nacional hiciera valer sus dere­
chos. En la copia en manos de los panistas 
se habla de una certificación expedida por 
el secretario municipal el12 de noviembre, 
mientras que en el ocurso conocido por el 
Tribunal se habla de esa misma certificación 
como expedida ellS de noviembre. Otro par 
de documentos, que no copias del mismo, 
contiene disparidades mucho más graves: 
en vez de ser calca uno del otro, como debe 
ser, los documentos son diferentes en redac­
ción y extensión, y se refieren a diferentes 
casillas electorales. Adicionalmente, cabe 
decir que se conocieron estas diferencias 
tardíamente, porque el Tribunal Federal 
Electoral, cuyos "profesionalismo, honora­
bilidad y seriedad" fueron dignos del "reco­
nocimiento y respeto" del consejo político 
estatal del PRI cuando conoció la decisión de 
Martínez Escobar de retirarse de la alcaldía 
que no ganó, es por lo menos lento en sus 
procedimientos. Le fue solicitada copia ínte­
gra del expediente cuya resolución causó 
tanto revuelo, el mismo día de su emisión, el 
2 de febrero pasado. Y sólo satisfizo la soli­
citud ellO de abril siguiente. Ni en la época 
de los copistas medievales se hubiera justi­
ficado tanta demora, menos aún en el tiem­
po de las fotocopiadoras relámpago. La tar­
danza no dejó indefensos a los agraviados, 
porque el asunto había concluido. Pero los 
agravió aún más. 


